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Situarel pensamiento en el proceso pe-
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la manera más concluyente, que ajuste
constitucional de los preceptos de forma
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pero no inmediato si se mira su repercusión
eimpacto socialactualen el modo de tratar
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Esta segunda mitad del año nosubica
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"imponen la Constituciónyla ley para alcan-
zarla optimización de la estructura penal
consagrada por la ley 12734. Ya no hay más
ES
OS
O
estable al sistema, tan importantes como
AS
IO
darle cuerpo a este nuevo proceso de paci-
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'mosporreformar, en su acepción castiza
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porotro,tan sustancialmente distinto has-
ta desde un planovisualpara la sociedad;
es máslo albergará-en elfuturo- una casa
judicialdistinta, por lo menos en las ciuda-
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Como integrante de la Corte Suprema
dela provincia, quiero y debo contribuir al
cumplimiento de los objetivos trazados por.
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reforma procesal penal. Seguramente se
alzarán voces, y no escapa a mi criterio,
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a partir de un proceso de incorporación al
nuevo sistema que sevieno ya reflejando
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Máximo Tribunal de Santa Fe ha tenido en
el proceso de cambio delsistema de en-
juiciamiento penal, y lo seguirá teniendo,
impulsándolo hasta su definitiva concre-
ción en términos ya no sólo formales sino
—comose dijo— reales.

 

Este proceso comenzó a gestarse a me-
diados dela década del80 en donde surgie-
ron ideas renovadoras que impulsaban un
cambio radicaldel sistema de procesamien-
to penal santafesino,Pero muchos años de-
bieron transcurrir para que esas ideas co-
braran vigor y realidad. Se formaron, in-
cluso, comisiones encargadas de elaborar
proyectos. El consenso más o menos ge-
neralizado de la judicatura hablaba sobre la
necesidad de innovar en la materia.

 

De hecho, desde losalbores de la de-
mocracia en el año 1983 se vislumbraba
la necesidad de un cambio en el sistema
de enjuiciamiento penal, acompañando las
reformas que se producían en otras provin-
cias. En esa linea participó el mundo aca-
démico, ya sea a través de las cátedras que

ionaron como usinas ideológicas para
el cambio,se publicaron artículos y se reali-
zaron congresos jornadas. No fueron aje-

 

 

 

nos a este trancelos Colegios de Abogados,
de Magistrados el propio Gremio Judicial,
todos, en mayor o menormedida, conscien-
tes dela necesidad de reforma.

Enlos discursos de apertura delaño ju-
¿cialdel año 2000 y particularmente el del
año 2004,luego de una modificación parcial
delCódigo ProcesalPenal, tuve oportunidad
de referirme a la necesidad de acompañar
y contribuiren el proceso de reforma que
pusiera acento en la inmediatez, oralidad,
celeridad, economía entre otros principios y
reglas de todo proceso; la necesidad de una
mayor participación del agente fiscal.como
tularde la acción pública, incluso poniendo

énfasis en la necesidad de reforzar esta ac-
tividad imprescindible en todo proceso acu-
satorio a partir de una mejor dotación de
recursos edilicios, tecnológicos, humanos,
etc, solicitando en aquella oportunidad al
poderejecutivo, en el anteproyecto de pre-
supuesto, la creación de nuevasfiscalias y
elincremento de personal administrativo
enla totalidad de lasexistentes.

  

 

ubicación institucional, la Corte fue cons-
ciente de la necesidad de la reform:  

 

luso como cabeza del PoderJudicial, in-
teractuó conlos otros poderes, para lograr
esa reforma tan ansiada como postergada.

Este proceso tuvo su punto culminante
el 10de mayo del año 2006,fecha en la cual
los tres poderes del Estado provincial sus-
cribieron el Acuerdo hacia un Plan Estrató-
gico del Estado Provincial para la Justicia
Santafesina.El Código Procesal Penal, Mi-
risterio Público, del Menor, a Ley Orgánica
del PoderJudicialy la Estructura y Recur-
sos Humanos del Poder Judicial formaron
parte del objeto delPlan Estratégico yes en
el marco de este Plan que se sanciona la
ley 12734 que implica ta reformulación ínte-
gra del sistema de enjuiciamiento penal (al
respecto,bueno es señalar, las referencias
efectuadas por los legisladores de distintos
signos partidiarios,en oportunidad de san-
cionarla ley 12734, entanto asignaron a
la Corte provincial el papel de promotor de
la reformaprocesalpenal).

 

El proceso de cambio continuó en estos
últimos cuatro años, con la sanción de leyes
vitales: la de transición (12912), creación
de los ministerios de acusación y defensa
(13013 y 13014), la de organización de la



justicia penal(13018), esto sumado a la de-
úsignación delas máximas autoridades de los
nuevos ministerios los concursos en mar
cha para designación delos funcionarios
que comenzarán a dar tránsito al sistema.

 

Por supuesto que no es tarea menor -y
ola hasido- otorgarlosalcances de las
leyes que cimientan el proceso penal (como.
loson,las13013y 13014, delos ministerios
dela Acusación y de la Defensa),siempre
teniendo en la mirala armonización entre
el bloque constitucional comprometido y las
"normas infraconstituionales, de manera tal
arribar interpretación que permita el
Justo equiliorio entre el cumplimiento delas
esenciales funciones atribuidas los mi
terios o que seanderivación dea inserción
en elsistema acusatorio y, a su vez,res-
guardela posición que tiene la Corte provin-
cia como cabeza delPoderJudicial (vid al
respecto, Acordada N* 33, del11.08.2010).

    

Sobre la incidencia de jurisprudencia
en estas cuestiones, bueno es recordar lo
decidido porla Corte Suprema dejusticia
dela Nación en “Casal” (20.09.2005) donde
afirmó que nuestra tradición jurispruden-
cialen materia procesal penal no responde

 

alo que se suele denominarinterpretación
progresiva en sentido estricto. En general,
nofuela jurisprudencia la que avanzó so-
bre las leyes procesales, sino que estas
fueron progresando y la jurisprudencia
acompañó ese avance.

 

Más bien puede afirmarso que se operó
un acompañamiento jurisprudencial a una
legislación lentamente progresiv:

 

La Corte Federal ha afirmado que la
Constitución Nacionalestableció como ob-
jetivo legalun proceso penal acusatorio y
con participación popular. La legislación
nacional no se adecuóa este objetivo, pero
la perspectiva histórica muestra una pro-
gresión hacia la meta señalada, posibilitada
porel subjuntivo empleado en eloriginario
artículo 102y actual 118 de la Constitución.

La jurisprudencia constitucional fue
acompañando este progreso histórico,
úapresurarlo. Es decir queen ningún momen-
o declaró la inconstitucionalidad de las le-
yes que establecieron procedimientos que
no compaginaban con la meta constitucio-
nal, lo que pone de manifiesto la voluntad
judicial de dejarallegisladorta valoración

 

de la oportunidad y de las circunstancias
para cumplir con los pasos progresivos.

 

Haciendo una consideración genérica
acerca de esa progresión legislativa, la Corte
nacional expresó que la misma se va cum-
pliendo con lentitud «a veces exasperante»
(considerando7,“Casal”, Fallos 328:3399),
pero respetada porlostribunales.

Esto explica el porqué la Corte provin-
cial, aún consciente de los cambios que de-
bían producirse en el ámbito del proceso pe-
nalsantafesino (ley 6740), no avanzó sobre
pretensiones de declaración de inconstitu-
cionalidad, a pesar de sus fuertes embatesy
cuestionamientos, aguardando que el cam-
bio se produjera a partirde la tarea de los
otros poderes del Estado, mediantela susti-
tución del mismo porotro que cumpliera con
los estándares constitucionales actuales.

Este «proceso de cambio» se acentuó
después de algunosfallos del Alto Tribunal
dela Nación que ponían en evidencia la im-
periosa necesidad (cuasi impostergable) del
reemplazo de todoel sistema de enjuicia-
miento penal santafesino. De cualquier ma-
nera, esta espera no significó que la Corte
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provincial asumiera un rol de mero espec-
tador en el devenir de hechos que confor-
manel«proceso de cambio», antes bien- y
es un dato incontrastable de la realidad-
tuvo una activa participación en el tránsito
señalado dentro delos límites consignados
porla constitución la ley.

 

Ahora bien, piénsese si no y por vía de
hipótesis, las graves consecuencias que hu=
biesen derivado para la justicia santafesina,
de la declaración general o amplia de in-
constitucionalidad de la ley6740 (en gran
parte vigente); se hubiese creado un vacío
legislativo frente a la transición que pre-
suponen dos sistemas de enjuiciamiento,
cuanto menos, antagónicos.

  

 

Ena coyuntura descripta debe desta-
carse que la Corte nacional, mediante oldic»
tado delas sentencias en los casos «Llere-
na» (17.5.2005)y «Dieser» (8.8.2006), de-
terminó que el Alto Cuerpo provincial ade-
cuara, por Acordada N* 32 del 23.08.2006,
la estructura penal,vigente por ese enton-
ces, a la garantía de imparcialidad consa-
grada esos precedentes; sin perjuicio de
ello,la Corte provincial ya había avizorado
la reformulación de esa cláusula de orden

  

superior, a partir del análisis derecursos
directos que reposaban sobre los alcances
de esa garantía.

 

Se reitera por la importancia del con-
cepto: la función deferida porla Constitu-

ala Corte Suprema, le impone asu-
miraltas responsabilidadesinstitucionales,
cuyo ejercicio exige con marcado énfasis,
el deber indectinable de sopesaren grado
¡sumo de prudencia las consecuencias que
derivarían de ella.

 

 

 

Eneste marcoexpositivo no puede dejar
de señalarse que, si bien la evaluación de
Políticas resulta una cuestión no judiciable,
tal comosostuvo la Corte Supremaen el re-
curso de hecho «Verbistsky, Horacio s/ há-
beas Córpus», V856 x00wn, rta. 3 de mayo
de 2005,también correspondealpoder ju-
dicial garantizar a eficacia de los derechos
y evitar que éstos sean vulnerados, como

ivo fundamental y rector a la hora de
administrar justicia y decidirlas controver-
sias. «Ambas materias se superponen par-
cialmente cuando una política es lesiva de
derechos,por lo cualsiempre seargumenta
en contra de la jurisdicción,alegando que en
tales supuestos media una injerencia indeti-

  

da del PoderJudicial en la política, cuando en
realidad, lo único que hace el Poder Judicial,
en su respectivo ámbito de competencia ycon
la prudencia debida en cada caso,es tutelar
los derechos e invalidar esa política sólo en
la medida en que los lesiona. Las políticas
tiene un marco constitucional que no pueden
exceder, que son las garantías que señala la
Constitución y que amparan todos los ha-
bitantes de la Nación; es verdad que los jue-
ces limitan y valoran la política, pero sólo en
la medida en que excede ese marco y como
parte del dobar especifico del Poder Judicial
Desconoceresta premisa sería equivalente a
neutralizar cualquier eficacia del control de
constitucionalidad. No se trata de evaluar qué
política sería más conveniente para la mejor
realización de ciertos derechos, sino evitarlas
consecuencias de lo que clara y decididamen-
te ponen en peligro lesionan bienesjurídicos
fundamentales tutelados por la Constitución».

En cuanto la reforma en sí misma, no
sólo ha generado beneplácito en la Corte
Provincial,sino que, más allá de cuestiones
técnicas que podrían mejorarse,y que sin
duda la jurisprudencia los operadores se
encargarán de acomodar, el nuevo Código
Procesalsignificó un giro copernicano en el



modelo de procesamiento, adoptando, esen-

 

cialmente, a forma acusatoria yla oralidad.

Hoy en día nadie discute que la forma de
enjuiciamiento que imponela constitución vie-
e dela manodel juicio acusatorio oral. A este
procesodetránsito, que no es sencilo, es
cesario enfrentarto. De hecho, puede decirse
quetodo el movimiento de reforma de lajusti-
cia penal en América Latina ha sido requerido
un enorme esfuerzo, para instalar con nuevo
vigor y claridad laidea de juicio oral.

Incluso parte de la doctrina aceptaba
que se podía satisfacer la exigencia del
cio previo con un simple expedientede pa-
pelos y sobre ello tampoco avanzó decidi-
damentela jurisprudencia la práctica de
la abogacía en general.

  

Estimo quela audiencia oral, la que es
propia deljuicio oral y público constituye
el centro del proceso.Citando a Binder, po-
diríamos decir que esta centralidad deljui
io se refiere a una centralidad política y
técnica. Independientemente de que arribe
a esa instancia un número reducido de ca-
sos. tiene también una centralidad cultu-
ral dadas las implicancias quela idea del

   

[juiciotiene en la comprensión del sistema
teniendo en la mira que la administración
de justicia cumple una función eminente en
la pacificación de la sociedad.

No puede soslayarse que hoy tenemos
vigenteinstitutos comoel juicio abreviado;
probation, que adquirió mayor amplitud a
partir delfallo «Acosta» de la san, media-
ción penal; principio de oportunidad, como
medios alternativosala solución de conflic-
tos, y las estadísticas evidencian un crecien-
e uso de los mismos.

Si bien estos institutos hacena la es-
tructura del nuevo sistema,y son de im-
prescindible aplicación para la eficacia y
ficioncia del mismo, creo oportuno remar-
car que la columna vertebral del proceso
sigue siendoeljuicio oral, y nada contribu-
ye mása la paz social como una sentenci
ajustada a la constitución, luego de un di
bido procesolegal.

 

Aclaración necesaria, en virtud de que
durante el año 2010 no se celebraronjuicio
orales en la segunda circunscripción judicial
aun reconociendo queel elenco de deitos por
los cuales esta modalidad es obligatoria es

 

  

limitado-y enel transcurso del presente año
sólo se ha realizado un juicio oral. Desde el
año 2009al presente se han realizado,en to-
tal, quince juicios orales en toda la Provincia.

 

En una sociedad en permanente con-
flictividad comola que vivimos, el proceso
en general, y el penalen particular -como
sistema de formas- constituyen un sistema
de gestión de la conflictividad que regula el
poder penal y protege al individuo.

Y aquí radica la importancia de la au-
diencia, en función de la pacificación, por-
que no oculta a los protagonistas del con-
flicto; alli está el supuesto agresor, que
ahora será acusado, en presencia, en carne
y hueso; la víctima también con su lengua-
je y su padecimiento,todos en un plano de
inmediación con los funcionarios estatales
actuantes la comunidad (afectada también
por el conflicto) tienenla posibilidad de ha-
cerse presente en la sala,

 

 

 

La violencia se canaliza a través de las
formaspredispuestas para la audiencia: pa-
Labras, argumentaciones, debates,presen-
cia controlada y admitida, De esa manera,
a través de la generación de un ámbito de
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comunicación se logra un lugar de pacifica-
ción tolerancia.

La Audiencia oral, instaurada como la
herramienta principalde la administración
de justicia, constituye la usina de la credi-
bilidad del poderjudicial, de la tolerancia
socialy de la legalidad. Con las partes pre-
sentes y presenciandoin situ el accionary
lasrazonesde la justicia yla laborlos me=
dios de comunicación multiplicando ese fe-
nómeno alresto de la sociedad.

“Tampoco pensemosqueel cambio está
cerrado y no pueden proyectarse otras in-
ovaciones, como por ejemplo,seguir elri-
terio de la creación delas defensorías ba

deacuerdo a los estudios
de campoque se roalican,fiscalias zonales
en os puntos geográficos más conflictivos.

Porsupuesto que la necesidad de capaci-
tación constituye una exigencia de primer or-
den,antes y durante el ejercicio dela función,
se proyecta con todovigorfrentea la vigen-
cia de sistemasjurídicos nuevos. La capaci-
tación siempre ha sido un postulado esen-
cial de ta Corte Suprema que integro; mucho

 

se ha hecho, sólo a titulo ejemplificado, el
Centro de Capacitación Judicial de la Corte
Provinciales un fial reflejo del compromiso
asumido como presupuesto de idoneidad del
ejercicio de la función judicialy de la pro-
fesión abogadil; mucho queda porhacery
'mucho se ha hecho (recuérdense, sobre el
particular, los distintos cursos de capacita-
ciónrealizados por el Centro de Capacitación
dela Corte Provincial y por el Ministerio de
Justicia dela Provincia tendentes a dotar de
herramientas a los futuros operadores del
proceso penal).

Otro hecho que merecedestacarse es
la amplitud devisión hacia la investigación
dela crimininalidad a través de la creación
de nuevas instituciones, comola policía ju-
dicial, en la búsqueda de una fórmula inte-
grada de tecnificación y profesionalidad,
para la gestión de pesquisas en cualquiera
de sus ámbitos disciplinarios, con un dise=
ño dinámico apto para satisfacerel recla-
'mosocialde la lucha contra la delincuencia.

  

 

 

La reforma es un hecho político insti-
tucional, que trasciendela gestión de una
administración de gobierno y que,portanto,

 

se convierte en un auténtico actopolítico del
estado. Dicha reforma necesita la conjun-
ción de los tres poderes del estado, de los
operadoresdel derecho, todosen su conjun=
to, Colegios de Abogados y Procuradores,de
Magistrados, Asociaciones Gremiales y del
mundo Académico.Este hecho, a partir de
la simbologíaatribuida produce un cambio
en la realidad y que se distingue de gestos
políticos, pues estos sólo describen una pa-
rábola y se consumenen sí mismos.

Notengo dudas, porquela realidad así
melo demuestra, de laserie consecuencial
de interrogantes que surgen de este nuevo
sistema de enjuiciamiento penal; es un pe
ríodo de ajuste, adecuación, de compatibili-
zación de normas;es un período de inquie-
tudes porparte de todos los operadores; y
también es un período de consenso entre
ellos,de trabajo en conjunto, que requiere,
a no dudarlo, de un orden en el debate y
enla búsqueda de soluciones ante las vi
situdes propias de un cambio. Orden que

debe empezar mediante planteos canaliza-
dos porlas institucionales correspon-
dientes, y en este sentido, los Colegios de
Magistrados y Funcionarios, de Abogados

 

 



y las Asociaciones Gremiales cumplen y
deberán cumplir un rol determinante, ya
sea, en la elevación de las inquietudes de
sus asociados, comoenelhallazgo de sus
posibles alternativas de solución, y man-
comunada con los tres poderes del estado,
que habilita la creación de una comisión
integradora de todos estos sectores para
un seguimiento cercano de vida insti-
tucional del nuevo enjuiciamiento penal,
sin perjuicio de aquellas comisiones que
prevé la nueva reglamentación (art. 21, ley
13004).

  

  

En suma, la Corte Supremaha alenta-
do siemprela reforma integralde La justic
visión coincidente, coherente y concordante
conel plan estratégico antes mencionado, que
nose agota en elCódigo ProcesalPenal, sino
que también aprehende la reforma al Código
ProcesalLaboral,hoy vigente,la del Código
Procesal Civil, con actual estadolegislativo,a
lo que cabe agregarla implementación de la
Justicia de pequeñas causas, ya sancionada
y que también necesitará de sus ajustes, re-
glamentaciones,presupuestos, puntualmente:
la creación de cargos para satisfacerel pro-
ósito de acercarla justicia a la comunidad,

   

Atravesamos una etapa de transición
'en donde convive el germen de lo nuevo y
sl fantasmadelo viejo; no debemosalar-
mmarnos,requiere -desdeluego- su siempre
reaseguro institucionaly su sustento eco-
nómico y ya contamos con recursos hu-
manosformados en el seno del Poder Ju-
úicial, seguramente necesitarán más apor-
tes dogmáticos y técnicos en esa tarea de
capacitación continua y permanente, pero
aseguran -a no dudar- el punto de partida
para producir el cambio deseado, todoello
acompañado por la voluntadinquebrantable
de mirarhacia adelante
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